Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 9 minutos.) 


-La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene mucho gusto en recibir al Gerente 
General de Montes del Plata, Luis María Rodríguez, y a los asesores doctor Nicolás Herrera y 
escribano Federico Susena. Han solicitado audiencia con esta Comisión a fin de realizar aportes sobre 
el proyecto denominado «Inmuebles Rurales y Explotaciones Agropecuarias» por el que se prohíbe la 
compra y la tenencia a empresas extranjeras o a las instaladas en el país en las que participe directa o 
indirectamente un Estado extranjero. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Antes que nada, quisiera agradecer a los miembros de la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado por habernos concedido la oportunidad de participar en 
esta sesión. 


Creo que todos tienen conocimiento de la actividad de Montes del Plata como productor 
forestal, así como del proyecto asociado de producción de celulosa, que recientemente comenzó a 
operar en el departamento de Colonia, más precisamente, en Conchillas. 


La aparición de este proyecto de ley tal como salió de la Cámara de Diputados hace algo 
más de un mes, nos despertó una serie de dudas e inquietudes que entendimos necesario trasladar al 
Senado que está analizando este proyecto. De todos modos, creo que lo mejor es que el asesor del 
Directorio de Montes del Plata, el doctor Herrera, exponga nuestras preocupaciones. 


SEÑOR HERRERA.- Montes del Plata tiene algunas preocupaciones que no tienen que ver, 
obviamente, ni con la filosofía ni con el contenido de lo que se ha aprobado, por unanimidad, en la 
Cámara de Representantes, tanto a nivel de Comisión como del Plenario. En realidad, en la redacción - 
en algún momento tendré que ser un poco más específico-, de los artículos 2* y 3%, existen algunas 
dudas que de permanecer en el proyecto generarían -según la interpretación que haga el lector o 
quienes apliquen la norma-, serios inconvenientes que creemos son indeseados y no corresponden al 
espíritu de lo que se aprobó. 


El proyecto del Poder Ejecutivo, originalmente, tenía en su artículo 3% una especie de válvula 
de escape por la que dicho Poder podía, en algunos casos, otorgar excepciones. Luego en la Cámara 
de Representantes ese proyecto se modificó y se ajustó la redacción del artículo 2%, mejorándola, ya 
que se hablaba solamente de sociedades anónimas y acciones al portador. El corazón del problema 
que encontramos tiene que ver con una cierta confusión que se genera cuando se habla de entidades. 
En este punto, quiero pedir un poco de paciencia, porque el artículo 2? del proyecto de ley aprobado en 
la Cámara de Representantes dice: «la titularidad de inmuebles rurales y de explotaciones 
agropecuarias pueda ser ejercida por entidades» y a los efectos de distinguir una entidad de otra que 
va a aparecer después, le llamaría la entidad uruguaya. Quiere decir que a las que realizan la 
explotación o son dueñas de los inmuebles las llamo entidades uruguayas, para que nos podamos 
entender a medida que lo voy diciendo. Continúa el artículo: «cualquiera sea su forma jurídica» -ya sea 
entidad uruguaya, sociedad anónima u otro tipo de sociedad- «cuyos titulares sean Estados 
extranjeros,» -por ejemplo, de la entidad uruguaya, sería un Estado extranjero, en esto no hay 
ninguna duda- «entidades o fondos soberanos de los mismos», o sea entidades que pertenecen a 
Estados extranjeros. A eso le llamo la entidad del exterior, sin analizar todavía cuándo es de un Estado 
y cuándo no. Entonces, tenemos una entidad uruguaya, que tiene inmuebles rurales y realiza una 
explotación agropecuaria y tenemos una entidad del exterior, sobre la que hay que ver si es de un 
Estado o no. Si decimos «de un Estado», damos la sensación de una situación posesiva, porque algo 
es de alguien cuando ese alguien es el dueño, por lo que se podría pensar que esa entidad del exterior 
debería ser 100% de un Estado para que estuviera alcanzada por la norma. Creo que ese no fue el 
espíritu del proyecto de ley, como tampoco que una entidad del exterior que tiene una participación 
directa o indirecta muy minoritaria de un Estado, esté alcanzada por esta prohibición. 


Nos parece que para una mejor técnica legislativa, y hasta jurídica, se podría escribir esto de 
una forma diferente de manera que alcance a entidades del exterior -no la entidad uruguaya- que sean 
controladas por Estados. La palabra «control» es más técnica que «entidades de los mismos». 


¿Por qué es tan importante esto? Porque en el proyecto que envió el Poder Ejecutivo hay 
referencias que hablan genéricamente de entidades y no queda claro a cuáles alude. Por ejemplo, en 
la exposición de motivos se dice: «fondos soberanos o empresas total o parcialmente propiedad de 
Estados extranjeros». Ahí ya se genera la duda de si es total o parcialmente; parcialmente puede ser 
0,001. En cambio, el concepto de control, claramente, refiere a la facultad de tomar las decisiones por 
esa entidad; si no la tiene, a nuestro juicio, no es lo que el proyecto quiso alcanzar. 


El Director General del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, doctor Castelar, cuando 
compareció en Comisión el 13 de mayo, señaló la mejora que hubo al introducir el cambio en el artículo 
2%. Asimismo, expresó que la última frase del artículo sustitutivo que establece «con independencia del 
porcentaje de participación que posean», lleva a que la redacción sea más completa que la del artículo 
original que decía «cuyos titulares sean entidades propiedad de Estados extranjeros». Este elemento 
hace más amplio el espectro restrictivo de la norma propuesta y lleva a confusión porque, en realidad, 
independientemente del porcentaje que tengan, es la entidad del exterior en la entidad uruguaya. 


Además de estas declaraciones, el diputado Pardiñas dijo en Comisión que la idea es que 
no se tenga en cuenta que la incorporación de capital del Estado sea mínima o mayoritaria. ¿Mínima o 
mayoritaria en la entidad del exterior o la entidad local? Es decir que quedamos siempre en la duda de 
cuál es el alcance de la norma. Hay dos o tres ejemplos más que puedo citar pero para no aburrirlos 
creo que esto ya explica claramente que se usó con cierta flexibilidad lo de «mayorías» y «minorías» y 
no se sabía qué entidad era. 


Mi interpretación como abogado, aún en esta redacción, es que nos estamos refiriendo a los 
dueños de la entidad del exterior; el Estado tiene que ser dueño. Tanto es así que el artículo 3% habla 
de «entidades propiedad de Estados extranjeros». La palabra «propiedad» no es feliz para una 
redacción de este tipo, porque este concepto parecería referir al 100%, por lo que se le escaparía a la 
norma entre el 50% y el 100% de situaciones de control que seguramente se quisieron alcanzar. Por lo 
tanto, nuestra propuesta, en este caso, tiene que ver con establecer claramente que se trata de casos 
de control. Quiere decir que si una entidad del exterior que está controlada por un Estado extranjero, 
invierte en entidades locales, estaría alcanzada por la norma. 


Ahora bien; hay un aspecto más que quiero aclarar. Muchas empresas que invierten en 
inmuebles rurales como en explotaciones agropecuarias -eso se ha visto porque ha habido muchas 
autorizaciones bajo la Ley N* 18.092-, en sus estructuras societarias integradas por grupos 
económicos, tienen al final una empresa que cotiza en Bolsa. Eso plantea un problema adicional a este 
tema del control porque cuando se cotiza en Bolsa no siempre se tiene certeza, por información 
pública, de quiénes participan en el capital y cómo se llega al 100%. Sí aparecen públicamente los 
accionistas que tienen participaciones importantes, generalmente -en los mercados más importantes-, 
cuando superan el 5%. Por lo tanto, proponemos una oración final que simplemente diga que cuando 
se trata de una entidad exterior que cotiza en Bolsa, uno se basará para ver si hay control o no, en la 
información que es pública. Quiere decir que si hay muchos Estados que tienen pedacitos de una 
sociedad, ningún Estado la está controlando y podemos llegar a no saberlo si es menor a un 5%. No se 
puede obligar a nadie a cumplir con la norma si no sabe cómo está compuesto el capital accionario. 


Esta es la sugerencia que queremos realizar para incorporar al artículo 2%. Se trata de una 
oración entera por lo que le pediría al Presidente que luego se adjunte este texto para seguir el 
razonamiento. 


(Texto propuesto:) 


«Para que una entidad que cotice en una Bolsa de Valores de reconocido prestigio sea 
considerada controlada o con participación mayoritaria de un Estado extranjero, se tendrá en cuenta 


exclusivamente las participaciones directas de dicho Estado extranjero de acuerdo a la información que 
esté públicamente disponible bajo las normas aplicables a la Bolsa de Valores de que se trate». 


-¿Cuál es la situación de Montes del Plata? Entregamos a los señores Senadores la 
explicación detallada de la composición del grupo económico y un cuadro relativo a Stora Enso, que 
era el que más importaba describir. Para simplificar, podemos decir que hay cuatro sociedades: 
Eufores, Stora Enso Uruguay, Forestal Conosur y El Esparragal. La historia de esto es que algunas 
pertenecían a ENCE, otras de ellas tenían inversiones forestales que pertenecían a Stora Enso y otras 
eran de Arauco; todas quedaron bajo el mismo sombrero. Esas sociedades pidieron autorización 
oportunamente al Poder Ejecutivo para ser propietarias, titulares de campos forestados, y consiguieron 
las autorizaciones, en base a la excepción de la Ley N* 18.092, para ser al final empresas que cotizan 
en bolsas de reconocido prestigio. Es decir que hoy están habilitadas por esa autorización. 


Cuando Montes del Plata suscribe el contrato de inversión con el Gobierno uruguayo, entre 
muchas otras cosas deja claro que en algún momento iba a tratar de fusionar esas sociedades y para 
ello iba a obtener las autorizaciones correspondientes, lo que también implicaría la autorización dentro 
de esta norma sobre titularidad de acciones. Pero además, como tuvo que terminar instalando la planta 
en un lugar bastante lejano a donde tenía una buena parte de sus campos y sus terrenos forestales, 
también aparece en la cláusula 3.56 del contrato de inversión, donde el Estado se compromete a 
autorizar la compra futura de las tierras que sean necesarias para la viabilidad del proyecto. ¿Por qué? 
Porque este grupo iba a empezar a vender -y ya lo hizo- buena parte de sus tierras ubicadas en zonas 
muy alejadas de la planta para sustituirlas paulatinamente -ya sea con arrendamientos o con compras- 
por otros campos más cercanos lo que hace más eficiente el proyecto en lo que tiene que ver con el 
medio ambiente, el transporte, la reducción de costos, etcétera. Este proceso todavía se está dando lo 
que quiere decir que la empresa va a seguir adquiriendo o arrendando tierras en el futuro cercano. 
¿Por qué esto es importante? Por un lado, porque soluciona el problema del artículo 2” respecto del 
control. A nuestro juicio, quedaría solucionado sin alterar en nada el espíritu de la norma que, además, 
tiene que ver con el land grabbing, que refiere a la compra de campos con función y potencial más que 
nada alimenticio. Evidentemente en este caso y en proyectos similares -como el de UPM y distintos 
proyectos que hoy se están desarrollando- ese no fue el destino que tuvieron. 


Por otra parte, ¿qué pasa con el artículo 3%? Si estuviera resuelto lo del control, Montes del 
Plata actualmente no tendría un problema porque ni Arauco, ni Stora Enso, que son entidades del 
exterior, están controladas por ningún Estado. Stora Enso tiene una participación del gobierno finlandés 
a través de una sociedad que se llama Solidium. Se trata de una participación de alrededor del 12% 
que le da derecho a voto en el entorno del 24%, lo que está muy lejos de una posición de control. Por 
su parte, Arauco y UPM tienen inversiones prácticamente insignificantes de fondos donde hay 
participación estatal de empresas de seguros que a veces tienen este tipo de participaciones. Quiere 
decir que si uno indaga en la Bolsa encuentra pedacitos de participaciones directas o indirectas del 
Estado, que es algo que claramente la ley no quiere alcanzar porque no puede haber detrás de eso 
una política de land grabbing hecha con participaciones insignificantes y que no controlan. 


¿A qué voy con esto? En el artículo 3%, tal cual ahora está redactado, hay tres cosas que en el 
futuro, si estuviera resuelto el tema del control en el artículo 2%, podrían afectar a estos proyectos para 
adelante. Cabe decir que también está claro que aquí, hasta ahora, no hubo ninguna intención del 
legislador ni de que sea retroactivo ni de que se afecten inversiones realizadas porque, de hecho, se 
reconoce que, todavía, en Uruguay no ha habido land grabbing. Quiere decir que no estamos 
solucionando para atrás, sino previniendo para el futuro. 


Entonces, ¿cómo podría afectar a proyectos como los de Montes del Plata la nueva 
redacción del artículo 3%? Si en algún momento -esto es especulativo, pero hay que tener en cuenta 
que estamos hablando de proyectos que tienen una duración de veinte o treinta años- ocurriera, por 
ejemplo, una crisis financiera y el Estado finlandés dijera: «Tengo que rescatar a Stora Enzo», o «tengo 
que aportar capital»; o hay un aumento de capital y solo aporta el Estado y queda por un tiempo 
controlando; automáticamente, en ese momento, se estaría violando el artículo 2%. Y las consecuencias 
de las sanciones serían tremendas, porque todos los actos jurídicos pasarían a ser nulos 
absolutamente con lo cual uno imagina, al leer la reglamentación, que la única posibilidad sería salir a 
vender y deshacerse de todos esos activos inmobiliarios, siendo entonces inviable la planta y llegando 
a consecuencias impredecibles del proyecto que ya está funcionando. Hay que tener presente que 


existen tratados de inversión, contratos de inversión -como les mencioné-; inclusive, puede haber un 
daño por acto legislativo, cuando no se tuvo la intención, porque estas excepciones tampoco se 
hicieron con ese sentido. 


Entonces, si ocurriera que Montes del Plata, o estas sociedades que tienen campos, en el 
futuro quedaran en propiedad de una Stora Enzo, controladas por el Estado finlandés, el artículo 3* de 
esta norma afectaría en tres sentidos. Por un lado, cuando dice que la participación de la sociedad del 
exterior -ahora sí de la entidad del exterior- tiene que ser minoritaria y no controlante pero se tiene que 
mantener, no puede aumentar. En este punto decimos que el no poder aumentar la participación es 
algo que ya se vuelve casi incumplible porque en la Bolsa las oscilaciones hacen que a veces uno, sin 
siquiera comprar ni vender, pase a tener un porcentaje más alto, porque hubo una reducción de capital 
o por algún otro efecto contable, técnico, o lo que sea. Específicamente, al final del artículo 3% se 
establece: «En ningún caso dicha participación podrá ser incrementada», con lo que chocaría con el 
ejemplo que les acabo de dar. 


Además, genera dudas sobre si se puede seguir adquiriendo o arrendando campos para 
explotación a partir de la aprobación de la ley. Imagínense que dentro de diez años se dé un evento de 
estos, casual, sin ninguna intención de land grabbing, y Finlandia, Chile o Suecia pasan a tener una 
participación controlante en algunos de los accionistas de estas sociedades uruguayas que hoy 
explotan estos proyectos, que al momento de aprobarse la ley, automáticamente no pueden cambiar 
para nada lo que ya tenían; no pueden comprar más campos, ni arrendarlos, ni sustituir un campo por 
otro. Entonces, ahí sostenemos lo que planteamos en la redacción que proponemos: eliminar 
totalmente la posibilidad de que el Estado sea responsable para atrás. Uno puede decir que lo que 
pasa es que estas empresas mañana quedarían posibilitadas de salir a comprar -ahora con otra 
finalidad- campos en algo que podría ser land grabbing. Nuestra respuesta para esta situación 
planteada es que no, porque en ningún caso eliminamos la autorización de la Ley N* 18.092, con lo 
cual el Estado siempre va a poder analizar si el proyecto productivo es aceptable o no. Y si es más de 
lo mismo asociado a una planta que ya viene existiendo y funcionando normalmente, uno tiene que 
pensar que la autorización va a ser dada, expresa o fictamente. En cambio, si mañana a Stora Enzo, 
Arauco o UPM se les ocurre salir a comprar muchas hectáreas para plantar soja, el Poder Ejecutivo les 
dirá que esta excepción no va. Quiere decir que igual hay una válvula de escape por si quienes ya 
están, en el futuro pasaran a estar en una situación de potencial land grabbing que la ley quiso limitar. 


Creo que con esto los he abrumado un poco, pero les he dado el panorama general. La 
redacción que sugerimos está en el material que les hemos entregado. 


Puede haber distintas formas de redactar los artículos, pero conceptualmente creo que esta propuesta 
no solamente soluciona el problema que tiene Montes del Plata, sino que hace al proyecto un poco 
más perfecto en términos jurídicos y de claridad de interpretación, incluso para casos que hoy no 
conocemos ninguno de los que estamos alrededor de esta mesa y que podrían verse afectados al día 
siguiente de la promulgación de la ley. Además, la propuesta no se aparta ni un milímetro del espíritu y 
la intención de los señores legisladores que dieron media sanción al proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde que recibimos el proyecto de la Cámara de Representantes, estuvimos 
analizándolo y estudiándolo. También recibimos las iniciativas que ustedes presentaron aquí y en otros 
ámbitos, y fundamentalmente con el señor Senador Agazzi hemos estado trabajando en este proyecto. 
En ese sentido queremos decirles que va a haber modificaciones. Quizás no satisfagan plenamente las 
aspiraciones de nuestros visitantes, pero esas modificaciones tienen en cuenta varios de los aspectos 
que han planteado aquí. 


En primer lugar, hemos reincorporado, sin modificaciones, el artículo 3% que fue suprimido en 
la Cámara de Representantes. 


En cuanto al artículo 2%, estamos analizándolo, como no puede ser de otra manera, con el 
Poder Ejecutivo y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -que también tiene una visión 
bastante crítica del proyecto tal como fue aprobado en la Cámara de Representantes- y la idea es 
realizarle una modificación. Concretamente, el final del artículo quedaría redactado de la siguiente 
manera: «la titularidad de inmuebles rurales y de explotaciones agropecuarias pueda ser ejercida por 


sociedades anónimas o sociedades en comandita por acciones con capital accionario representado por 
acciones al portador, cuyos titulares controlantes sean entidades propiedad de Estados extranjeros o 
fondos soberanos de los mismos». 


SEÑOR HERRERA.- Esa redacción resuelve buena parte del problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Posteriormente, en el artículo 4? del proyecto sustitutivo, que corresponde al 
artículo 3% del aprobado por la Cámara de Representantes, abordamos el caso del incremento o la 
sustitución de acciones, porque comprendemos que puede darse, naturalmente. En concreto, la 
propuesta dice lo siguiente: «En caso de incremento o sustitución de la titularidad de inmuebles rurales, 
regirá lo establecido en la presente Ley». Esto remite a la Comisión Especial que analiza las 
excepciones. 


De manera que el proyecto vuelve a tener ocho artículos, como el que venía del Poder 
Ejecutivo. Y también hicimos algunas modificaciones por el interés del país, porque, tal cual estaba, era 
muy difícil que pudiera llegar algún inversor más, dadas las incertidumbres que se podrían generar. 


En definitiva, queríamos decirles que hemos trabajado en este tema. Incluso, ahora va a 
venir el señor Ministro y vamos a ver si podemos acordar con él una redacción definitiva. 


SEÑOR HERRERA.- El señor Presidente dice que se reincorporaría el artículo 3% del proyecto de ley 
original, pero este generaba confusión cuando decía: «el Poder Ejecutivo podrá autorizar que 
entidades propiedad de Estados extranjeros o fondos soberanos de los mismos mantengan una 
participación minoritaria y no controlante». Creo que en este tema hay que ser cuidadosos, porque hoy 
se puede entender que Stora Enso tiene control sobre Montes del Plata, en la medida en que tiene el 
50%. Entonces, ante la pregunta de si hay realmente un Estado metido en esto, la respuesta debería 
ser: «solo si usa un vehículo que controla», pero después puede ser o no relevante -según lo que 
decidan los señores legisladores-, que controle o no la sociedad. Es muy importante establecer que es 
la del exterior la que tiene que ser controlada por el Estado. 


El artículo 3% del proyecto del Poder Ejecutivo decía: «Excepcionalmente, cuando el proyecto 
productivo esté orientado a los lineamientos de desarrollo nacional, aplique tecnologías innovadoras, 
genere empleo, y contribuya a elevar la producción y la productividad del sector, el Poder Ejecutivo 
podrá autorizar que entidades» -esa entidad es lo que yo llamo la entidad uruguaya- «propiedad de 
Estados extranjeros o fondos soberanos de los mismos mantengan una participación minoritaria y no 
controlante». Entonces, está diciendo que la sociedad uruguaya tiene una participación minoritaria de 
un Estado. Si mañana Stora Enso fuera controlada por el Gobierno de Finlandia, habría que tener en 
cuenta que hoy Stora Enso tiene control de Montes del Plata, de la misma manera que UPM tiene 
control de sí misma, porque tiene el 90% de las acciones. 


SEÑOR AGAZZI.- Me sumo al agradecimiento por el hecho de que hayan venido a dar su punto de 
vista. Esto es lo que hacemos normalmente en el trabajo parlamentario y quiero aclararles que el 
sentido no es ponernos a discutir con los invitados la redacción final del proyecto sino que consten en 
la versión taquigráfica las precisiones que hacen, porque eso es materia prima para nuestro trabajo. 
Normalmente recibimos delegaciones de distinto signo que hacen planteos diferentes y ahí está lo 
complicado de nuestro trabajo. Ustedes fueron suficientemente explícitos y nos dejaron un material 
escrito que vamos a tener en cuenta. 


Quizás la modificación que el Poder Ejecutivo está proponiendo intenta recuperar el sentido 
de la ley, que no era el de prohibir la participación de Estados extranjeros sino de garantir la soberanía 
nacional no permitiendo que empresas, del signo que fueran, respondieran al control de otros Estados. 
Land grabbing es eso, el avasallamiento de Estados por la vía de las inversiones, que ahora están 
sobrando en el mundo, y se convierten en distintas cosas. Una de las cosas que puede suceder es 
que nos compren la soberanía, y es de eso que nos queremos prevenir. No apreciamos que en el 
Uruguay haya efecto de land grabbing aunque hay distintas inversiones que tienen participación de 
Estados, incluso de algunos Estados latinoamericanos. 


Es por eso que se hacía necesario un artículo válvula, como ustedes le llamaron. En general, 
cuando se hacen modificaciones estructurales progresivas siempre se precisa tener alguna 
herramienta que nos permita analizar casos excepcionales. 


Por otra parte, aprovecho esta oportunidad para comunicar a quienes nos visitan que en el 
Senado hay una Comisión Investigadora sobre el contrato del Estado con Montes de Plata, que integro 
junto al señor Senador Nin Novoa, y la presido. Es una Comisión con fines legislativos que se instaló 
en su momento y que tiene que ver con la necesidad o no de un contrato, con los acuerdos tributarios - 
que fueron discutidos puntillosamente-, con los suelos que se incluirían, con la recategorización famosa 
y con la opción del Instituto de Colonización por el derecho de tanteo que tiene. Creo que todos estos 
puntos quedaron bastante claros. En realidad, el Período parlamentario está extinguiéndose y no hubo 
mayor interés. Sabemos que quienes solicitaron la formación de esta Comisión Investigadora 
estuvieron conversando con la empresa Montes del Plata, lo que llevó a que se aclararan una cantidad 
de aspectos sobre los que tenían dudas quienes no estaban suficientemente informados. Quien la 
solicitó no dijo que no estaba más interesado en el asunto y nosotros mantenemos la Comisión para no 
resolver su clausura. Afortunadamente Montes del Plata ya está produciendo celulosa, así que quizás 
se está demostrando que a veces las actividades en el sector privado son un poco más eficientes que 
las del Parlamento. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En primer lugar, quiero agradecer a los señores Senadores por habernos 
recibido. Voy a tomar nota de las observaciones realizadas por la Comisión Investigadora. 


Además quiero decirles que, efectivamente, estamos en producción, y que en estos días los 
señores Senadores recibirán una invitación para la inauguración que será el próximo 8 de setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados. 
(Se retira la delegación de Montes del Plata.) 


SEÑOR AGAZZI.- A los efectos de que conste en la versión taquigráfica, quiero informar a los señores 
Senadores que con el Presidente hemos estado hurgando en el proceso de discusión que se dio en la 
Cámara de Representantes y tomamos contacto con el Poder Ejecutivo, a los efectos de ver cómo fue 
que el proyecto de ley sufrió una transformación sustantiva al haberse eliminado el artículo 3* -que era 
un artículo gatillo- que permitía excepciones. El Poder Ejecutivo, a través del señor Ministro Aguerre, 
nos dará su punto de vista. A esos efectos, nosotros preparamos una redacción sustitutiva que lleva 
nuestra firma -no tuvimos tiempo de informar a los demás miembros de la Comisión-, para que la 
razonemos y la integremos en el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que también se habló con los señores Representantes. 


La Comisión pasa a cuarto intermedio a efectos de esperar al señor Ministro que está 
convocado para la hora 14:00. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y demás autoridades.) 


-La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el agrado de recibir al señor Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre, al señor Subsecretario, 
ingeniero agrónomo Enzo Benech, al Director General de Secretaría, doctor Alberto Castelar y al 
Asesor Legal, doctor Darío Madeiro, quienes han sido convocados para intercambiar opiniones sobre el 
proyecto de ley que viene de la Cámara de Representantes y que declara de interés general la 
preservación y defensa de la plena soberanía del Estado uruguayo en relación a los recursos naturales 
en general y en particular a la tierra. 


No vamos a ocultar que hemos mantenido reuniones con el Poder Ejecutivo y que tanto ellos 
como nosotros estamos abiertos a hacer modificaciones a esta propuesta. Por nuestra parte, hemos 


trabajado en un texto sustitutivo que en este momento entregamos al señor Ministro y a sus asesores, 
sin perjuicio de cualquier otra modificación que deseen plantear los señores Senadores. 


Cedemos el uso de la palabra, al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- En la tarde de hoy me acompañan el señor Subsecretario, Enzo Benech, el 
Director, doctor Castelar y el Asesor Legal, doctor Darío Madeiro. 


Por lo que podemos ver, este proyecto de ley sustitutivo incorpora el artículo 3% que había 
sido remitido en el proyecto original. Es así que se le otorga al Poder Ejecutivo la posibilidad de hacer 
un análisis con carácter excepcional cuando un proyecto productivo esté orientado a lineamientos que 
coincidan con los objetivos definidos de desarrollo nacional o que aplique tecnologías novedosas o 
renovadoras, que genere empleo, que esté descentralizado, que contribuya a elevar la producción. En 
definitiva, que la aplicación del mecanismo de excepcionalidad esté justificado por el hecho de que la 
empresa a adquirir tierras pueda tener participación minoritaria y no controlante por parte de entidades, 
fondos soberanos o propiedades, eventualmente, de otros países. 


El espíritu del proyecto de ley que fue remitido inicialmente por parte del Poder Ejecutivo 
tiene como finalidad que en el Uruguay estemos, de alguna forma, cubiertos ante la eventualidad de 
perder soberanía por la vía de la compra de tierras por parte de Estados extranjeros. 


Vivimos en un mundo donde la seguridad alimentaria es un desafío para miles de millones de 
personas y donde los alimentos, y en el futuro también el agua, serán temas estratégicos. 


Por otra parte, siendo el Uruguay un país de tres millones de habitantes  -que hace siete 
años producía alimentos para ocho millones de habitantes y actualmente lo hace para treinta millones-, 
que tiene capacidad en sus recursos naturales y que está construyendo las políticas públicas que 
garanticen, desde la generación de la tecnología, la transferencia y el monitoreo de los impactos 
ambientales con una inteligente adaptación a la variabilidad climática, todo eso nos potencia como una 
nación que puede contribuir a la seguridad alimentaria del mundo pero, a la vez, puede tener en la 
producción alimenticia una vía de desarrollo. 


Pido disculpas por el atraso, pero sucede que vengo de participar de la inauguración de una 
sede del Instituto de Clima y Sociedad de la Universidad de Columbia de Nueva York en el INIA de Las 
Brujas. En realidad, quiero compartir brevemente con los señores Senadores la satisfacción y, diría, 
hasta el orgullo, con que escuchamos la visión de quienes nos ven de afuera, así como su opinión 
sobre el conjunto de políticas públicas que se están llevando adelante en el país. 


Entonces, en un modelo clásico, transformar nuestras ventajas comparativas en competitivas 
tiene que ver con lo que nosotros seamos capaces de realizar desde el punto de vista de la innovación 
y la investigación, pero también de los marcos normativos que nos permitan tener una regulación. 
Además, las regulaciones en muchos casos tienen que ver con la sustentabilidad del uso de los 
recursos, con la capacidad de promover las innovaciones, como también con el hecho de permitirle a 
las futuras generaciones de uruguayos tener una oportunidad. Si concebimos un Uruguay que se 
desarrolle, entre otras cosas, de la mano de la producción de alimentos de calidad - proyectando al 
país como un proveedor confiable de alimentos de calidad- y de los productos forestales, que no son 
alimentos pero tienen una demanda sostenida en el mundo, estamos obligados a generar marcos 
regulatorios que garanticen que los recursos sean sustentables en el largo plazo. Un ejemplo de ello 
son las políticas de suelo. Por tanto, debemos aprovechar eficientemente los recursos naturales como, 
por ejemplo, el agua -a eso apuntará próximamente toda la estrategia vinculada al desarrollo hídrico 
del Uruguay-, pero también hay que preservar, desde el punto de vista de la soberanía -entendiéndola 
como la oportunidad de nuestros conciudadanos-, los marcos normativos que impidan que nuestro 
país, de alguna manera, sea vendido en pedazos a naciones extranjeras. Ese es el espíritu que está 
detrás del proyecto de ley original. 


Por otra parte, no se puede desconocer que de hecho algunas inversiones llegan en 
paquetes accionarios que, directa o indirectamente, tienen una conformación donde participan otros 


Estados. Tal vez el objetivo no sea el estratégico de dominar la tierra para tener alimentos, pero la 
pregunta que nos debemos hacer como país es hasta cuánto y hasta dónde permitimos la 
extranjerización, no en manos de particulares, sino de Estados. Esa es la razón por la cual se presentó 
el proyecto de ley. 


En el régimen de la Ley N* 18.092, sobre sociedades anónimas, existe una comisión que 
analiza, proyecto a proyecto, si se dan las condiciones como para otorgar la excepción. Ese método 
también puede usarse en este caso a los efectos de otorgar la vía de la excepción, sometiéndola 
primero al estudio del Poder Ejecutivo y luego a la consideración del Poder Legislativo, de manera de 
ver si corresponde asignarla o no. 


Por tanto, se estaría estableciendo la limitación y generando la posibilidad de otorgar la 
excepcionalidad en aquellos casos que corresponda, teniendo en cuenta las características de cada 
proyecto en función de lo previsto en el proyecto sustitutivo que nos plantean en este momento. Desde 
el punto de vista de la gestión de un recurso tan importante como la tierra en Uruguay, y en un 
momento en el que nuestro país ha tenido un proceso de inversión muy profundo -históricamente 
nunca lo tuvo-, nos parece que se está considerando la posibilidad de otorgar las excepciones, en la 
medida en que muchas veces algunos proyectos son posibles con ese tipo de sociedades donde 
puede aparecer un Estado o una entidad propiedad de un Estado. 


La otra palabra que aparece es «controlante» que complementa y limita un poco más la visión 
de la posición anterior. 


No tengo más comentarios para realizar, pero quedo a las órdenes para responder las 
preguntas de los señores Senadores. 


SEÑOR AGAZZI.- Le agradezco al señor Ministro por su comparecencia. 


En la discusión que se dio en la Cámara de Diputados el proyecto de ley quedó sin la 
posibilidad de excepcionar, es decir, de incluir situaciones que se dan. Si uno revisa la bibliografía 
actual sobre estos temas, verá que hay muchos mecanismos por los cuales los Estados defienden su 
soberanía. Uno es no permitir la nuda propiedad, pero sí que se compre el uso del suelo. Pero no hay 
mucha información del mundo actual, de lo que está pasando con los fondos de inversión, del exceso 
de volatilidad que hay y de todos los mecanismos que se están desarrollando. He seguido el caso de la 
empresa Mi Granja -me están preparando toda la información- que tenía en su capital accionario 
algunas AFAP argentinas y cuando se estatizaron, resultó que dentro del capital accionario de la 
empresa -estamos hablando de un capital muy complejo, en el cual intervenía la Corporación Nacional 
para el Desarrollo- había capital de un país extranjero, pero no era con el fin de avasallar la soberanía 
nacional. Dentro de las nuevas conformaciones societarias se dan capitales de distinto origen, pero 
creo que el proyecto de ley original quería evitar que estados extranjeros se apropiaran de partes de 
la soberanía y no impedir estas participaciones laterales que pueden darse con los arreglos financieros 
que actualmente ocurren en el mundo. 


Con el Presidente de la Comisión hemos estado trabajando para recuperar ese sentimiento 
original y evitar el land grabbing en Uruguay, pero adaptándonos a las circunstancias que se dan 
ahora. 


En la sesión de hoy recibimos a representantes de la empresa Montes del Plata -una 
empresa importante con un capital accionario-, quienes nos dejaron un organigrama que deberemos 
analizar con cuidado. Hay estados que contribuyen con inversión para ayudar a empresarios y, muchas 
veces, para dar una señal política también. Por ejemplo, Corea del Sur ha creado empresas desde el 
Estado y después da participación a los privados. Incluso, algunas empresas coreanas visitaron 
Uruguay y estuvieron explorando la posibilidad de invertir, aunque no sé si en compra de tierras. 


Entonces, hoy podemos decir que los Estados son parte de los paquetes accionarios. Ahora 
bien; nosotros no queremos que Estados extranjeros, así como antes hacían con ejércitos, vengan con 
dólares y se instalen en nuestro territorio. 


Por consiguiente, estamos de acuerdo con el fundamento que planteó el señor Ministro. Esta 
ha sido una consideración general por respeto a la delegación que nos visita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero marcar énfasis en la expresión: «titulares controlantes» que 
adoptamos en la redacción del articulado. Me parece que eso es lo que hace una diferencia con 
respecto a la situación actual de atracción de inversiones, por un lado, y de límites para que no 
sucedan las cosas que no deseamos en lo que tiene que ver con nuestra tierra. El proyecto que se 
aprobó en la Cámara de Representantes y que aparece en la columna central del comparativo trataba, 
con mucha rigurosidad, la más mínima participación. Decía: «El Poder Ejecutivo no podrá disponer» 
etcétera. Más adelante decía: «que la titularidad de inmuebles rurales y las explotaciones 
agropecuarias pueda ser ejercida por entidades, cualquiera sea su forma jurídica» etcétera. Y 
continuaba «con independencia del porcentaje de participación que posean». Quiere decir que ni 
siquiera podía haber un 0,1%, un 0,2% o un 0,5%. Con esta definición de controlantes damos una 
nueva versión que flexibiliza y atiende los requerimientos de inversión que el país necesita. 


El otro tema que se aborda en el artículo 4* del proyecto que nosotros hicimos, habla del 
caso de incremento de la sustitución de la titularidad de los inmuebles que también disponemos que se 
haga de acuerdo a lo establecido «en la presente ley». Es decir que si hay una necesidad de 
incrementar o sustituir capital accionario y esa empresa está excepcionada, la misma Comisión que 
analiza la excepcionalidad de las inversiones puede estudiar caso a caso, permitiendo o no -según los 
estudios que haga- la sustitución o el incremento del capital accionario. 


Ahora bien; también digo a título personal que esto, sin lugar a dudas, es un gran avance, 
porque hace muchos años que estamos hablando en el Uruguay de la extranjerización de la tierra. Esto 
es, obviamente, un primer paso en ese sentido. Creo, también, que con el tiempo tendremos que 
seguir avanzando en este tema. Un Estado o una entidad puede no controlar una sociedad, pero puede 
tener el 49% de las acciones o el 48% de la tierra. Muchas sociedades pueden tener el 48% del control 
de los inmuebles rurales, y eso también sería, al menos para esta visión de política que tenemos en el 
Uruguay, un inconveniente. Entonces, en el futuro tendremos que avanzar sobre cuáles son los 
porcentajes admisibles desde el punto de vista de la soberanía alimentaria, acerca de la que habla el 
señor Ministro con todo acierto, que el Uruguay aceptaría para los capitales extranjeros. 


Como dije, este comentario es a título personal, no está en el proyecto y tampoco lo vamos a 
tratar en esta Legislatura, aunque no tengo dudas de que en un futuro se conversará sobre este tema. 


Si no hay más comentarios, agradecemos mucho la presencia del señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, del señor Subsecretario, del Director General de Secretaría y del 
asesor jurídico. Seguiremos trabajando con este tema y sabiendo de la perentoriedad que tenemos en 
materia de plazos en virtud de que este proyecto de ley tiene que volver a la Cámara de 
Representantes por las modificaciones introducidas, con toda seguridad tendremos alguna sesión 
extraordinaria en la semana que viene para ponerlo a consideración de la Comisión y enviarlo 
inmediatamente al Plenario. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 38 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


